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Memoria del Análisis del Impacto Normativo del anteproyecto de ley 
de Medidas Tributarias y Administrativas de Castilla-La Mancha. 
 
I. CONVENIENCIA DEL ANTEPROYECTO 

I.1 Necesidad del anteproyecto. 

El Tribunal Constitucional ha venido precisando el posible contenido de la ley anual de los presupuestos 
generales y ha manifestado que existe un contenido necesario, constituido por la determinación de la 
previsión de ingresos y la autorización de gastos que se pueden realizar. Junto al mismo, cabe la posibilidad 
de que se añada un contenido eventual, aunque estrictamente limitado a las materias y cuestiones que 
guarden directa relación con las previsiones de ingresos, las habilitaciones de gasto o los criterios de 
política económica general.  

En estos momentos, es necesario acometer una serie de modificaciones legislativas que, aun regulando 
algunos aspectos que pudieran acometerse en la Ley de Presupuestos Generales, en otros podrían rozar 
los límites establecidos por el Tribunal Constitucional. Se ha optado, por tanto, por elaborar un anteproyecto 
de Ley de Medidas Tributarias y Administrativas, dejando a la Ley de Presupuestos Generales de Castilla-
La Mancha la regulación del contenido necesario, propiamente dicho. 

Para ello, desde la Secretaría General de Hacienda y Administraciones Públicas se ha coordinado la 
elaboración del anteproyecto de ley a través de las propuestas del resto de Consejerías.  

I.2 Objetivos del anteproyecto. 

El objetivo principal anteproyecto de Ley vendría a ser la regulación de las diversas medidas de naturaleza 
tributaria y administrativa vinculadas a la consecución de los objetivos de la Ley de Presupuestos Generales 
de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha para 2022, a la que acompañarán y complementarán, 
con el objetivo general de dinamización de la economía, el incremento de la eficiencia y la eficacia en la 
prestación de servicios de la Administración Pública Castellano-Manchega en diversos ámbitos, así como, 
la mejora de la distribución más equitativa de las obligaciones tributarias competencia de la Comunidad 
Autónoma y de eficiencia en su gestión. 

I.3 Análisis de alternativas 

Puesto que las regulaciones afectadas abarcan materias de distintas actividades administrativas, que 
tienen regulaciones normativas específicas, como son, las de tributos, agricultura, vivienda, educación y 
servicios sociales, se ha optado por aglutinar todas las novedades en una única norma en vez de realizar 
una tramitación individual modificando y/o regulando “ex novo” todas y cada una de las normas substantivas 
de las materias afectadas y, todo ello, por razones de eficacia administrativa.  

II. CONTENIDO, ANÁLISIS JURÍDICO, NORMAS JURÍDICAS 
AFECTADAS Y DESCRIPCIÓN DE LA TRAMITACIÓN.  

II.1 Estructura y contenido del anteproyecto de ley 

La propuesta consta de un texto articulado compuesto por 8 artículos que están estructurados en dos 
capítulos: 
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• Capítulo I “Medidas Tributarias” 
• Capítulo II “Medidas Administrativas” 
 
Finalmente, en cuanto a las disposiciones constan: una disposición transitoria, una disposición derogatoria 
única y una disposición final. 

II.2 Análisis jurídico y normas afectadas. 

El artículo 1 modifica la Ley 9/2012, de 29 de noviembre, en el sentido de suprimir varias tasas, destacando 
por el impacto en la ciudadanía, la introducción de una exención en las tasas por licencias de caza y pesca 
para las personas residentes en Castilla-La Mancha.  

Asimismo, se eliminan varias tarifas relacionadas con la tasa por servicios en materia de ordenación de los 
transportes terrestres por carretera y sus actividades auxiliares y complementarias.  

Otras tasas que se eliminan son las tasas por servicios administrativos generales, la tasa por envío de 
comunicaciones automatizadas de mensajes cortos de texto, la tasa en materia de asociaciones, la tasa en 
materia de fundaciones y la tasa por expedición de certificados catastrales. Y finalmente, también se incluye 
una bonificación del 50 % en la tasa por derechos de examen de pruebas selectivas para las familias 
numerosas de categoría general y una exención para las de categoría especial y para las personas con 
discapacidad que acrediten tener un grado igual o superior al 33 por ciento. 

El ejercicio de esta competencia encuentra su amparo en la potestad autonómica de establecer y exigir 
tributos propios que establece el artículo 133.2 de la Constitución Española, siendo el artículo 4 de la Ley 
Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas, el que en su 
apartado Uno enumera los recursos de las Comunidades Autónomas, entre los que se encuentran sus 
propias tasas y precios públicos. Desde la perspectiva autonómica, el artículo 44 del Estatuto de Autonomía 
de Castilla-La Mancha alude a los rendimientos de sus propias tasas como uno de los recursos constitutivos 
de la Hacienda Regional, mientras que el artículo 49 del mismo viene a incorporar al ámbito autonómico el 
principio de reserva de ley en materia tributaria, estableciendo que se regularán necesariamente mediante 
ley de las Cortes de Castilla-La Mancha “el establecimiento, la modificación y la supresión de los propios 
impuestos, tasas y contribuciones especiales y de las exenciones o bonificaciones que les afecten”. 

El artículo 2 modifica la Ley 8/2013, de 21 de noviembre, incorporando una serie de incentivos fiscales en 
el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Juridicos Documentados, que favorecen a la familia, a las personas con discapacidad y al sector 
empresarial de la región. 

Con respecto al Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, se extiende la deducción existente por 
familias numerosas a familias monoparentales. También se extiende la deducción por arrendamiento de 
vivienda habitual para menores de 36 años a personas discapacitadas y familias numerosas y 
monoparentales. Se incorpora una nueva deducción del 15% de las cantidades satisfechas por el 
arrendamiento de vivienda habitual vinculado a determinadas operaciones de dación de pago y, finalmente, 
se añade una nueva deducción por gastos de guardería o centros de educación infantil de 0 a 3 años.  

Con respecto al Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Juridicos Documentados, se crea un 
nuevo tipo reducido del 5% en transmisiones patrimoniales onerosas a las transmisiones de inmuebles que 
tengan por objeto la adquisición de la primera vivienda habitual por parte de familias monoparentales, 
familias numerosas y personas con discapacidad. Y, por otro lado, en actos jurídicos documentados se 
añade un nuevo tipo reducido del 0,5% para las primeras copias de escrituras notariales que documenten 
las transmisiones de inmuebles que tengan por objeto la adquisición de la primera vivienda habitual por 
parte de familias monoparentales, familias numerosas y personas con discapacidad.  
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En este impuesto, también se recogen nuevas bonificaciones fiscales que benefician a las empresas: se 
establece un tipo reducido del 5% en transmisiones patrimoniales onerosas para las segundas o ulteriores 
transmisiones de una vivienda y sus anexos a una persona física o jurídica que ejerza la actividad 
empresarial a la que sean aplicables las normas de adaptación del Plan General de Contabilidad del Sector 
Inmobiliario, con determinados requisitos, e, igualmente, se establece un tipo del 5% para la adquisición de 
inmuebles incluidos en la transmisión de la totalidad del patrimonio empresarial de empresas individuales 
o negocios profesionales. 

En actos jurídicos documentados se multiplica por dos el límite de la deducción ya existente para el 
supuesto de primeras copias de escrituras notariales que documenten la adquisición de locales de negocio, 
siempre y cuando el adquirente destine el local a la constitución de una empresa o negocio profesional y 
se establece una bonificación del 50% de la cuota tributaria, para las primeras copias de escrituras y actas 
notariales que documenten los actos de agrupación, agregación, segregación y división que se efectúen 
sobre suelos destinados a uso industrial o terciario. 

El ejercicio de esta competencia viene determinado por el artículo 31.1.12ª del Estatuto de Autonomía que 
recoge entre las competencias exclusivas otorgadas a Castilla-La Mancha, la referida a la planificación de 
la actividad económica y fomento del desarrollo económico regional; el artículo 41.1 dispone que la Junta 
de Comunidades de Castilla-La Mancha orientará su actuación económica al aumento de la calidad de vida 
de los castellano-manchegos y la solidaridad regional; el artículo 42.1 señala que la Comunidad Autónoma, 
con sujeción a los principios de coordinación con las Haciendas estatal y local y de solidaridad entre todos 
los españoles, tiene autonomía financiera de acuerdo con la Constitución, con este Estatuto y con la Ley 
Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas; y el artículo 44 especifica que la Hacienda de 
la Comunidad Autónoma se constituye con los rendimientos de los tributos cedidos por el Estado a que se 
refiere la disposición adicional primera y de todos aquellos cuya cesión sea aprobada por las Cortes 
Generales. 

A su vez, el artículo 2.2 de la Ley 25/2010, de 16 de julio, del régimen de cesión de tributos del Estado a la 
Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha y de fijación del alcance y condiciones de dicha cesión, 
establece que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 150.1 de la Constitución y conforme a lo previsto 
en el artículo 19.2 de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, se atribuye a la Comunidad Autónoma 
de Castilla-La Mancha la facultad de dictar para sí misma normas legislativas, en los casos y condiciones 
previstos en la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las 
Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican 
determinadas normas tributarias. 

El artículo 3 modifica la disposición final quinta de la Ley 4/2018, de 8 de octubre, para una Sociedad Libre 
de Violencia de Género en Castilla-La Mancha, para adecuar el plazo previsto en la misma de adaptación  
del contenido del currículo del sistema educativo, al calendario de implantación establecido en la Ley 
Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre, por la que se modifica la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de 
Educación, en la que se incluye regulación que incide de manera directa en la misma materia. Con ello se 
dota de seguridad jurídica al currículo, evitando establecer una regulación regional propia que estaría en 
vigor muy poco tiempo.  

Esta medida se adopta al amparo del artículo 37 del Estatuto de Autonomía que atribuye a la Comunidad 
Autónoma “la competencia de desarrollo legislativo y ejecución de la enseñanza en toda su extensión, 
niveles y grados, modalidades y especialidades, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 27 de la 
Constitución y leyes orgánicas que, conforme al apartado 1 del artículo 81 de la misma, lo desarrollen y sin 
perjuicio de las facultades que atribuye al Estado el número 30 del apartado 1 del artículo 149 y de la alta 
inspección para su cumplimiento y garantía”. 
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El artículo 4 modifica la Ley 5/2018, de 21 de diciembre, de acceso al entorno de las personas con 
discapacidad acompañadas de perros de asistencia, para suplir transitoriamente la falta de regulación de 
la formación reglada sobre la capacitación profesional adecuada para el adiestramiento de perros de 
asistencia. Esta medida se adopta en ejercicio de la competencia prevista en el artículo 31.1.20ª del 
Estatuto de Autonomía que atribuye competencias exclusivas a la Junta de Comunidades de Castilla-La 
Mancha en materia de asistencia social y servicios sociales; promoción y ayuda a menores, jóvenes, tercera 
edad, emigrantes, personas con discapacidad y demás grupos sociales necesitados de especial atención, 
incluida la creación de centros de protección, reinserción y rehabilitación. 

El artículo 5 suprime las disposiciones finales segunda, Tributo depósito en vertedero, y tercera, Fianzas, 
de la Ley 7/2019, de 29 de noviembre, de Economía Circular de Castilla-La Mancha. Las Cortes de Castilla-
La Mancha aprobaron la Ley 7/2019, de 29 de noviembre, de Economía Circular de Castilla-La Mancha, 
cuyo objetivo es la adaptación del conjunto de la sociedad castellano-manchega a los nuevos tiempos, 
donde las directrices de la lucha contra el cambio climático y el uso eficiente de los recursos serán ejes 
vertebradores de todas las políticas públicas y de los nuevos sectores económico, así como, el de 
incorporar al ordenamiento jurídico de la región los principios de la economía circular con la finalidad de 
favorecer un crecimiento económico, la creación de empleo y la generación de condiciones que favorezcan 
un desarrollo sostenible desacoplado del consumo de recursos no renovables y de la producción de 
externalidades negativas. 

En la Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social 
Europeo y al Comité de las Regiones de 2 de diciembre de 2015, titulado Cerrar el círculo: un plan de acción 
de la UE para la economía circular, la Comisión Europea justificaba un ambicioso paquete de nuevas 
medidas sobre la economía circular entre las que se encontraba la aprobación de un paquete normativo 
que revisara las piezas clave de la normativa de la Unión Europea relativa a residuos. Así, en 2018 se 
aprueba la Directiva (UE) 2018/851 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2018, por la 
que se modifica la Directiva 2008/98/CE sobre los residuos. Esta directiva revisa algunos artículos de la 
Directiva Marco de residuos con el objetivo de avanzar en la economía circular. 

En la actualidad el Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico está desarrollando el 
proyecto de ley para incorporar a nuestro ordenamiento jurídico la directiva aprobada en 2018 anteriormente 
mencionada. Este proyecto de ley incorpora la obligatoriedad de instrumentos económicos para reforzar la 
aplicación del principio de jerarquía de residuos. Entre estos instrumentos económicos se encuentra la 
regulación de un Impuesto sobre el depósito de residuos en vertederos, la incineración y la coincineración 
de residuos, como mecanismo clave para avanzar en economía circular y en la consecución de los objetivos 
de preparación para la reutilización y reciclado en materia de residuos e desincentivo para las opciones 
menos favorables conforme al principio de jerarquía de residuos. 

La falta de armonización en los elementos configuradores de los diversos impuestos autonómicos y el 
hecho de que algunas Comunidades Autónomas hayan hecho uso de estas figuras impositivas y otras no, 
ha debilitado la efectividad de este instrumento de cara al cumplimiento de los objetivos fijados por la Unión 
Europea e implica un incremento de los costes indirectos para las personas contribuyentes, dificultando la 
aplicación de las normas. 

El impuesto está configurado como impuesto estatal aplicable en todo el territorio español y prevé la cesión 
del mismo a las Comunidades Autónomas mediante la adopción de los correspondientes acuerdos en los 
marcos institucionales de cooperación en materia de financiación autonómica establecidos en nuestro 
ordenamiento, así como mediante la introducción de las modificaciones normativas necesarias. De manera 
transitoria, en tanto no se adopten estos acuerdos y modificaciones normativas, el rendimiento del impuesto 
se atribuye a las Comunidades Autónomas, que también podrán asumir las competencias de gestión de 
esta figura. La cesión de la recaudación de este impuesto podrá permitir a las Comunidades Autónomas, 
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en ejercicio de su autonomía financiera, incrementar la financiación destinada a medidas de mejora de la 
gestión de residuos que refuercen las opciones prioritarias frente a las menos sostenibles. 

Igualmente, el Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico inició el pasado 8 de abril de 
2021 el procedimiento de información pública del proyecto de real decreto que tiene como objeto desarrollar 
lo previsto en el apartado 1.b) de la disposición final tercera de la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos 
y suelos contaminados, en lo que hace referencia a las garantías financieras exigibles a los productores de 
residuos, a los gestores de residuos, incluidos los transportistas, los agentes y los negociantes, a los 
sistemas de responsabilidad ampliada del productor y a cualquier otro sujeto, que estén obligados a su 
constitución, bajo la forma y condiciones establecidas en dicha ley, así como de lo previsto en la normativa 
específica que regula la gestión de residuos o las operaciones de tratamiento de residuos. 

Con esta norma se busca unificar y facilitar a los sujetos obligados el cumplimiento de la obligación de 
constituir garantías financieras adecuadas para poder responder de las responsabilidades que les puedan 
ser exigidas, en el ejercicio de su actividad, por la administración competente de las diferentes 
Comunidades Autónomas. 

El artículo 6 añade un nuevo apartado a la disposición adicional segunda de la Ley 4/2020, de 10 de Julio, 
de Fomento y Coordinación del Sistema de Investigación, Desarrollo e Innovación de Castilla-La Mancha, 
regulando las condiciones que permitan la integración del personal funcionario de carrera, adscrito al 
Instituto Regional de Investigación y Desarrollo Agroalimentario y Forestal de Castilla-La Mancha, al Cuerpo 
Superior de Investigación. Esta medida se fundamenta en el título competencial previsto en el artículo 39.3 
del Estatuto de Autonomía de Castilla-La Mancha, el cual dispone que “en el ejercicio de la competencia 
de organización, régimen y funcionamiento prevista en el artículo 31.1.1ª del presente Estatuto y, de 
acuerdo con la legislación del Estado, corresponde a la Comunidad Autónoma, entre otras materias, el 
establecimiento del régimen estatutario de sus funcionarios”. 

El artículo 7 permite que la Comunidad Autónoma contribuya al sistema estatal de seguros agrarios 
combinados a través de la concesión directa de subvenciones complementarias de las estatales, por la 
contratación de las pólizas de seguros agrarios combinados que tengan por objeto explotaciones agrarias 
de Castilla-La Mancha. Con ello, se consigue una mayor eficacia que el sistema de concesión actual 
mediante concurrencia competitiva simplificada, en el que prima la prelación temporal de las solicitudes, no 
resultando adecuado para ordenar el reparto de las ayudas en caso de ausencia de disponibilidades 
presupuestarias, pues perjudica irremediablemente a aquellas contingencias asegurables con el período 
de contratación más tardío dentro de la anualidad. Esta medida se adopta al amparo de las competencias 
exclusivas en materia de agricultura, ganadería e industrias agroalimentarias, de acuerdo con la ordenación 
general de la economía, en virtud de lo dispuesto en el artículo 31.1.6ª del Estatuto de Autonomía de 
Castilla-La Mancha, todo ello en relación con el artículo 75.2 b) del Texto Refundido de la Ley de Hacienda 
de Castilla-La Mancha, relativo a los supuestos de concesión de forma directa de subvenciones. 

Por último, el artículo 8 define el concepto de inmueble desocupado con carácter permanente de uso 
residencial. De este modo, se desarrolla la posibilidad legal establecida en la normativa local, de que los 
Ayuntamientos incrementen el IBI de las viviendas vacías dentro de los requisitos y límites establecidos por 
la normativa básica del Estado. Con esta medida, se pretende fomentar la movilización del parque de 
viviendas residencial que se encuentre desocupado de manera permanente, para atender la demanda de 
vivienda. La situación de bloqueo o congelación de activos inmobiliarios de uso residencial por parte de 
grandes tenedores que extraen del mercado los mismos, reduciendo la oferta y haciendo más difícil al 
ciudadano poder elegir en un mercado abierto una opción real y asequible de vivienda, unido a la ocupación 
ilegal de éstos en ocasiones, con la consecuente degradación de la convivencia vecinal y, además, el 
tensionamiento de los precios en ciertas zonas donde la demanda de vivienda es más imperiosa, aconseja 
que se ofrezca a quien tiene la competencia en materia del impuesto de bienes inmuebles, esto es, los 
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Ayuntamientos, la herramienta de poder gravar estas viviendas que estén desocupadas con carácter 
permanente. 

Esta medida se adopta en ejercicio de la competencia exclusiva en materia de ordenación del territorio, 
urbanismo y vivienda, atribuida por el artículo 31.1.2ª del Estatuto de Autonomía de Castilla-La Mancha. 

Respecto las disposiciones de la ley, la disposición transitoria única contempla la previsión genérica relativa 
al derecho aplicable a los procedimientos en curso. La disposición derogatoria, contiene la cláusula 
genérica de derogación de todas las normas de igual o inferior rango. Por último, la disposición final única, 
regula la entrada en vigor de la ley. 

II.3 Descripción de la tramitación. 

Dada su relación con la Ley de Presupuestos de 2022 se propone la tramitación de urgencia de la misma.  

Puesto que el Estatuto de Autonomía de Castilla-La Mancha no habilita al Consejo de Gobierno para dictar 
disposiciones legislativas con la forma de Decreto-Ley, es necesario acudir a la tramitación urgente de la 
norma a fin de que las medidas estén operativas lo antes posible. 

En este sentido, y de acuerdo con lo establecido en el artículo 133.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, se prescinde de los trámites de 
audiencia e información públicas.  

 

III. ANÁLISIS DE IMPACTOS 

III.1 Adecuación de la norma al orden constitucional de competencias 

La propuesta se fundamenta en las competencias exclusivas para la regulación de la organización, régimen 
y funcionamiento de sus instituciones de autogobierno y del procedimiento administrativo derivado de las 
especialidades de dicha organización, atribuidas a la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha por los 
artículos 31.1.1.ª y 28.ª y 39.3 de su Estatuto de Autonomía en relación con las competencias específicas 
expuestas en el análisis jurídico expuesto anteriormente. 

III.2 Efectos sobre la competencia 

Dado el objeto de la propuesta, la misma no tiene ningún efecto sobre la competencia en el mercado. 

III.3 Efectos sobre el ingreso y el gasto presupuestario 

Dado el objeto de la propuesta, la misma afecta al procedimiento de gestión de los gastos o ingresos 
públicos, por lo que será necesario recabar el informe de la Dirección General de Presupuestos de acuerdo 
con el artículo 22 de la Ley 11/2020, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Junta de 
Comunidades de Castilla-La Mancha para 2021. 

III.4 Análisis de impacto por razón de género.  

Consta un informe específico sobre todo el texto normativo de análisis de impacto de género, elaborado 
por la unidad de impacto de género de la Consejería de Hacienda y Administraciones Públicas  
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III.5 Análisis de las cargas administrativas 

Existe una reducción de las cargas administrativas como consecuencia de la eliminación de determinadas 
tasas, lo que redunda en la agilidad en la tramitación de los procedimientos.  

El resto de medidas previstas no tienen incidencia en las cargas administrativas. 

III.6. Análisis de impacto en la infancia y la adolescencia.  

La Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del 
Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, modificada por la Ley 26/2015, de 28 de julio, de 
modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia, establece en su artículo 22 
quinquies que “Las memorias del análisis de impacto normativo que deben acompañar a los anteproyectos 
de ley y a los proyectos de reglamentos incluirán el impacto de la normativa en la infancia y en la 
adolescencia”. 

El anteproyecto de ley objeto de esta memoria no conlleva una afectación directa particular a la infancia y 
adolescencia, ni de su regulación general pueden extraerse consecuencias negativas para ambos 
colectivos. Tratándose de una norma reguladora de tributos y de gestión administrativa, se apuesta por 
agilizar los efectos beneficiosos de la actuación de las Administraciones Públicas sobre la ciudadanía, por 
lo que se concluye que el impacto en la infancia y en la adolescencia de la tramitación y publicación de esta 
norma es nulo. 

 

LA SECRETARIA GENERAL DE HACIENDA  

Y ADMINISTRACIONES PÚBLICAS 
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